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TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID 

Sentencia de 20 de enero de 2021 

 

 

 

 

Nº de Recurso: 814/2019 

Nº de Resolución: 8/2021 

 

En Madrid, a 20 de enero de 2021 

 
Visto el recurso contencioso-administrativo núm.814/19 formulado por el Procurador D. Andrés Figueroa 

Espinosa de los Monteros en nombre y representación de "NEUMÁTICOS MERODIO, S.L.", "MERODIGAR 

MOTOR, S.L." y "TALLER MERODIO, S.L.", contra inactividad respecto de pago de facturas; habiendo sido 

parte demandada la COMUNIDAD DE MADRID representada por su Letrado. 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.- La referida parte actora promovió el presente recurso contencioso-administrativo contra la 

inactividad reseñada, y seguido el cauce procesal previsto legalmente, cada parte interviniente despachó, en 

el momento oportuno y por su orden legal conferido, el trámite correspondiente de demanda y de 

contestación, en cuyos escritos, y conforme a los hechos y razonamientos jurídicos consignados, suplicaron 

respectivamente la anulación del acto objeto de impugnación y la desestimación de ésta, en los términos que 

figuran en aquéllos. 

  

SEGUNDO.- Seguido el proceso por los cauces legales, y efectuadas las actuaciones y los trámites que 

constan en los autos, quedaron éstos pendientes de señalamiento para votación y fallo, que tuvo lugar el día 

20 de Enero de 2.021. 

Siendo Ponente el Iltmo. Sr. Magistrado D. Gustavo Lescure Ceñal. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO .- Por las mercantiles "Neumáticos Merodio, S.L.", "Merodigar Motor, S.L." y "Taller Merodio, S.L." 

se impugna la inactividad de la Dirección General de Carreteras e Infraestructuras, de la Consejería de 

Transportes, Infraestructuras y Vivienda de la Comunidad de Madrid, respecto de la solicitud de abono de 

facturas por servicios de reparación de vehículos, venta de recambios y suministro de carburante de 

vehículos de la Comunidad de Madrid. 

 

En la demanda se alega en síntesis: que las mercantiles actoras integran un grupo de empresas familiares 

relacionadas con el sector de la automoción: "Neumáticos Merodio, S.L." tiene como actividad principal en la 

actualidad la distribución al por menor de carburante, "Merodigar Motor, S.L." es distribuidor oficial de 

vehículos de la marca "Hyundai" y presta servicios de reparación de vehículos al igual que "Taller Merodio, 

S.L.", habiendo sido durante años empresas proveedoras del Área de Conservación y Explotación de la 

Dirección General de Carreteras e Infraestructuras de la Comunidad de Madrid; que en Abril y Julio de 2.014 

presentaron para su cobro las facturas por los servicios prestados, adjuntándose los correspondientes 

albaranes sellados y conformados, y los correos electrónicos entre el Jefe de Servicio de Conservación y 

Explotación y la gerente de las mercantiles sobre presupuestos y su aprobación; que las facturas y los 

albaranes fueron devueltas por la Administración sin haber sido abonadas y sin explicación alguna, hasta 

que en respuesta a solicitud de 25/01/2.018 del administrador de las mercantiles, comunicó en fecha 

12/02/2.018 que las facturas fueron anuladas en el año 2.014 por la Administración al no encontrar 

documentación que corroborara los trabajos reclamados, no procediendo a la tramitación de las facturas, por 

lo que en fecha 10/04/2.019 el administrador de las mercantiles formuló a la Administración, al amparo de lo 

dispuesto en el artículo 29.1 de la LJCA, requerimiento fehaciente para que procediera al pago de los 

servicios prestados y suministros realizados, con apercibimiento de que si en el plazo de tres meses no 

hubiera dado cumplimiento a lo solicitado se actuaría ante la jurisdicción contencioso-administrativa, 

habiendo transcurrido sobradamente el plazo de tres meses sin ningún pronunciamiento por parte de la 

Administración; que las facturas, albaranes y demás documentos presentados no están incorporados en el 

expediente administrativo remitido a los autos; y que sobre la base de la normativa contractual aplicable y de 

la doctrina sobre el enriquecimiento injusto, procede que se condene a la Administración demandada al pago 

a "Neumáticos Merodio, S.L." de 77.961,10 €, a "Merodigar Motor, S.L." de 5.045,7 € y a "Taller Merodio, 

S.A." de 24.297,06 €, y todas las cantidades con los correspondientes intereses de demora. 

 

SEGUNDO .- El Letrado de la Comunidad de Madrid plantea en primer término la inadmisibilidad del recurso 

contencioso por "inadecuado cauce procesal", alegando sustancialmente que su objeto no es un supuesto de 
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inactividad de la Administración prevista en el artículo 29.1 de la Ley Jurisdiccional, cuya finalidad es 

conseguir por vía judicial una prestación material que la Administración no cumple pese a venir obligada a 

ello por una disposición general, un acto, un convenio o un contrato, pero tal cauce procesal no es el 

adecuado cuando lo que se discute es la propia existencia de la obligación o del título que la genera, y el 

presente procedimiento pasa porque en primer lugar la parte actora acredite la existencia de una obligación 

de la Administración, demostrando que los trabajos se encargaron, fueron realizados y no se pagaron, pues 

solo así se probaría el enriquecimiento de la Administración en que se fundamenta la demanda, pero 

precisamente eso es lo que hace inadecuado el cauce de la inactividad, en el cual no se discute la existencia 

del título de la obligación que no se cumple, y lo cierto es que no las recurrentes no han acreditado la 

existencia de contrato alguno con la Administración que, en contra de lo que señalan aquéllas, ha 

manifestado que anuló y devolvió las facturas en el año 2.014 al no encontrar documentación que 

corroborase los trabajos reclamados. 

 

Opone asimismo la Administración demandada la inadmisibilidad del recurso por extemporaneidad 

argumentando que interponiéndose el mismo frente a la inactividad de la Comunidad de Madrid, sin embargo 

se reconoce de contrario haber recibido comunicación de fecha 12/02/2.018 de que las facturas fueron 

anuladas en el año 2.014 por la Administración, y cuya decisión no fue impugnada por la parte actora por lo 

que ha de tomarse como fecha de inicio del cómputo legal la de la primera reclamación a la Administración, 

efectuada el 25/01/2.018, de lo que se deduce que los plazos de los artículos 29.1 y 46.2 de la LJCA no han 

sido respetados porque tras la primera reclamación ya existía vía para proceder a deducir recurso 

contencioso- administrativo, ya contra la inactividad, si así parece que se entiende de contrario, ya contra la 

denegación del pago, pero las actoras no recurrieron sino cursaron de nuevo la misma reclamación el 

10/04/2.019 lo que supone una forma artificiosa de reabrir una cuestión que ya ha sido resuelta toda vez que 

nos encontramos ante un acto que quedó consentido y firme por no haber sido impugnado. 

 

Por último, la Administración demandada sostiene la improcedencia de las cantidades reclamadas al no estar 

referidas a ningún expediente que permita comprobar mínimamente si los trabajos fueron encargados y 

realizados a petición de la Administración, figurando en el expediente administrativo que las treinta y cinco 

facturas que aparecen reseñadas en el mismo fueron anuladas y devueltas a la empresa, y el resto de 

facturas a las que hace referencia la solicitud no constan en la Dirección General de Carreteras, no 

existiendo por tanto deuda pendiente, y además en Julio de 2.013 se devolvieron dos facturas que presentó 

"Neumáticos Merodio, S.L." por estar duplicadas toda vez que ya se habían abonado en 2.012. 
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TERCERO .- Procede, por razones de orden procesal, resolver el primer motivo de inadmisión del recurso 

que plantea la Comunidad de Madrid, para lo cual han de tomarse en consideración las premisas que se 

exponen seguidamente. 

 

El artículo 217 del Real Decreto Legislativo 3/2.011, de 14 de Noviembre, por el que se aprueba el Texto 

Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público -en que las mercantiles actoras fundamentan 

sustancialmente su pretensión-, determina: "Transcurrido el plazo a que se refiere el artículo 216.4 de esta 

Ley [referido a los plazos para el abono de los contratos administrativos y los efectos del impago] , los 

contratistas podrán reclamar por escrito a la Administración contratante el cumplimiento de la obligación de 

pago y, en su caso, de los intereses de demora. Si, transcurrido el plazo de un mes, la Administración no 

hubiera contestado, se entenderá reconocido el vencimiento del plazo de pago y los interesados podrán 

formular recurso contencioso- administrativo contra la inactividad de la Administración, pudiendo solicitar 

como medida cautelar el pago inmediato de la deuda. El órgano judicial adoptará la medida cautelar, salvo 

que la Administración acredite que no concurren las circunstancias que justifican el pago o que la cuantía 

reclamada no corresponde a la que es exigible, en cuyo caso la medida cautelar se limitará a esta última. La 

sentencia condenará en costas a la Administración demandada en el caso de estimación total de la 

pretensión de cobro". 

 

Se aprecia sin dificultad que el precepto considera que si un contratista reclama a la Administración el pago 

del precio del contrato o sus intereses y aquélla no responde en el plazo de un mes, podrá interponerse 

recurso contencioso- administrativo contra la inactividad de la Administración, que, como es sabido, se regula 

en el artículo 29.1 de la Ley 29/1.998 reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, que dispone: 

"Cuando la Administración, en virtud de una disposición general que no precise de actos de aplicación o en 

virtud de un acto, contrato o convenio administrativo, esté obligada a realizar una prestación concreta en 

favor de una o varias personas determinadas, quienes tuvieran derecho a ella pueden reclamar de la 

Administración el cumplimiento de dicha obligación. Si en el plazo de tres meses desde la fecha de la 

reclamación, la Administración no hubiera dado cumplimiento a lo solicitado o no hubiera llegado a un 

acuerdo con los interesados, éstos pueden deducir recurso contencioso-administrativo contra la inactividad 

de la Administración". 

 

Este segundo precepto -a cuyo amparo se formula el recurso contencioso que ahora no ocupa- introduce en 

la Jurisdicción Contencioso-Administrativa una nueva posibilidad para el administrado que, en virtud de un 

título determinado -acto, contrato o convenio administrativo-, cuya existencia no sea controvertida, tiene 

derecho a una prestación concreta por parte de la Administración, de manera que, comprobada la existencia 
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del título, y a continuación del derecho a la prestación concreta, entendida esta última expresión en el sentido 

que al término se le da en el Derecho Civil -dar, hacer o no hacer alguna cosa-, la consecuencia es que el 

administrado puede interesar a la Administración el cumplimiento de esa prestación concreta, y si 

transcurridos tres meses desde dicha petición la Administración no cumple lo solicitado, los interesados 

pueden interponer recurso contencioso-administrativo en el que no se ejercitará una pretensión de anulación 

de un acto administrativo, porque que el Juez o Tribunal no va a enjuiciar acto administrativo alguno ni va a 

determinar si el acto es o no contrario a Derecho, sino una directa pretensión de condena frente a la 

Administración sobre la base de la verificación por el órgano jurisdiccional de la existencia de una obligación 

de la Administración hacia el administrado y el correlativo derecho de éste a una prestación concreta, y del 

transcurso del plazo de tres meses concedido a la Administración para el cumplimiento de tal prestación, y 

en este sentido el artículo 

 

32.1 de la Ley Jurisdiccional 29/1.998 establece que "Cuando el recurso se dirija contra la inactividad de la 

Administración pública, conforme a lo dispuesto en el artículo 29, el demandante podrá pretender del órgano 

jurisdiccional que condene a la Administración al cumplimiento de sus obligaciones en los concretos términos 

en que estén establecidas". 

 

La Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 18 de Noviembre de 2.008 (recurso de casación 

1920/2.006) sintetiza la doctrina respecto a la aplicación del artículo 29 de la Ley Jurisdiccional Contencioso- 

Administrativa indicando que la Jurisprudencia de esa Sala "reconoce el carácter singular del procedimiento 

de control de la inactividad de la Administración establecido en el artículo 29.1 de la Ley jurisdiccional , al 

sostener que no constituye un cauce procesal idóneo para pretender el cumplimiento por la Administración 

de obligaciones que requieren la tramitación de un procedimiento contradictorio antes de su resolución. 

 

Así, en la Sentencia de esta Sala de 14 de diciembre de 2007 , dijimos: "Así, a tenor del artículo 29.1 citado 

para que pueda hablarse de inactividad administrativa es necesario que la Administración esté obligada a 

desplegar una actividad concreta que esté establecida directamente por una disposición general, o un acto, 

contrato o convenio administrativo y de la cual sean acreedoras una o varias personas determinadas. Ahora 

bien, cuando existe un cierto margen de actuación o apreciación por la Administración o cuando la 

disposición general que impone la obligación exija un acto concreto de aplicación no será posible la admisión 

del recurso contencioso administrativo contra la inactividad material de la Administración consistente en que 

no ha dictado el acto aplicativo exigido por la disposición general sino que, en estos casos en defensa de los 

derechos e intereses legítimos afectados, los administrados podrán interponer recurso contencioso 

administrativo frente a los actos expresos o presuntos en virtud de la técnica del silencio administrativo 
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negativo respecto de los cuales se impone un régimen de recursos y de plazos de interposición distintos del 

exigido para los supuestos de impugnación de la inactividad material de la Administración". 

 

Y en la Sentencia de 1 de octubre de 2008 hicimos las siguientes consideraciones jurídicas: "A tenor del art. 

29.1 de la Ley de la Jurisdicción, y como recuerda la Sentencia de esta Sala de 14 de diciembre de 2.007, 

para que pueda hablarse de inactividad administrativa a efectos de dicho precepto, es necesario que la 

Administración esté obligada a desplegar una actividad concreta, que esté establecida directamente por una 

disposición general, o un acto, contrato o convenio administrativo, y de la cual sean acreedoras una o varias 

personas determinadas. 

 

Como declaramos en Sentencia de 18 de febrero de 2005, el art. 29 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso- Administrativa 29/1998, de 13 de julio, introdujo una importante novedad en el proceso 

contencioso- administrativo, implicando dicho art. 29 la concreción de la previsión contenida en el núm. 2 del 

art. 25 de la misma Ley en cuanto establece la posibilidad de recurso contra la inactividad de la 

Administración en los términos establecidos en esa Ley. 

 

La exposición de motivos de la norma expresa que "Largamente reclamado por la doctrina jurídica, la Ley 

crea un recurso contra la inactividad de la Administración, que tiene precedentes en otros ordenamientos 

europeos. El recurso se dirige a obtener de la Administración, mediante la correspondiente sentencia de 

condena, una prestación material debida o la adopción de un acto expreso en procedimientos iniciados de 

oficio, allí donde no juega el mecanismo del silencio administrativo. De esta manera se otorga un instrumento 

jurídico al ciudadano para combatir la pasividad y las dilaciones administrativas. Claro está que este remedio 

no permite a los órganos judiciales sustituir a la Administración en aspectos de su actividad no prefigurados 

por el derecho, incluida la discrecionalidad en el "quando" de una decisión o de una actuación material, ni les 

faculta para traducir en mandatos precisos las genéricas e indeterminadas habilitaciones u obligaciones 

legales de creación de servicios o realización de actividades, pues en tal caso estarían invadiendo las 

funciones propias de aquélla. De ahí que la Ley se refiera siempre a prestaciones concretas y actos que 

tengan un plazo legal para su adopción y de ahí que la eventual sentencia de condena haya de ordenar 

estrictamente el cumplimiento de las obligaciones administrativas en los concretos términos en que estén 

establecidas. El recurso contencioso- administrativo, por su naturaleza, no puede poner remedio a todos los 

casos de indolencia, lentitud e ineficacia administrativas, sino tan sólo garantizar el exacto cumplimiento de la 

legalidad". 
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La Sentencia antes citada de 14 de diciembre de 2007 excluye de la posibilidad de la aplicación de lo 

dispuesto en el art. 29 de la Ley de la Jurisdicción el supuesto en que exista un margen de actuación u 

apreciación por la Administración o cuando la disposición general que impone la obligación de actuar exija un 

acto concreto de aplicación, en cuyo supuesto y, según afirma esa sentencia, no será posible la admisión del 

recurso contencioso administrativo contra la inactividad material de la Administración consistente en que no 

se ha dictado el acto aplicativo exigido por la disposición general, sino que, en estos casos, en defensa de 

los derechos e intereses legítimos afectados, los administrados podrán interponer recurso contencioso 

administrativo frente a los actos expresos o presuntos en virtud de la técnica del silencio administrativo 

negativo, respecto de los cuales se impone un régimen de recursos y de plazos de interposición distintos del 

exigido para los supuestos de impugnación de la inactividad material de la Administración. Y la también 

citada Sentencia de 18 de febrero de 2005 pone de relieve el ámbito de lo dispuesto en el art. 29 de la Ley 

de la Jurisdicción , entendiendo restringidos los supuestos en los que es posible acudir a la vía contencioso 

administrativa al amparo del precepto que, según resulta de su propia redacción y los antecedentes de su 

tramitación parlamentaria, contiene un ámbito legalmente limitado. 

 

Efectivamente, la norma invocada como infringida exige que una disposición, acto, contrato o convenio 

establezca una prestación de forma clara y concreta en favor de una persona determinada, y sólo será la 

misma la que podrá acudir, ejercitando el derecho que dicha norma le atribuye, a exigir de los tribunales, la 

adopción de las medidas concretas que impongan a la Administración la efectividad de la actividad omitida. 

 

Como recuerda la sentencia de 24 de julio de 2000, "para que pueda prosperar la pretensión se necesita que 

la disposición general invocada sea constitutiva de una obligación, con un contenido prestacional concreto y 

determinado, no necesitado de ulterior especificación y que, además, el titular de la pretensión sea a su vez 

acreedor de aquella prestación a la que viene obligada la Administración, de modo que no basta con invocar 

el posible beneficio que para el recurrente implique una actividad concreta de la Administración, lo cual 

constituye soporte procesal suficiente para pretender frente a cualquier otra actividad o inactividad de la 

Administración, sino que, en el supuesto del artículo 29 lo lesionado por esta inactividad , ha de ser 

necesariamente un derecho del recurrente, definido en la norma, correlativo a la imposición a la 

Administración de la obligación de realizar una actividad que satisfaga la prestación concreta que aquel tiene 

derecho a percibir, conforme a la propia disposición general"". 

 

CUARTO .- La proyección de la doctrina jurisprudencial expuesta al caso litigioso que enjuiciamos permite 

afirmar que concurre efectivamente la inadecuación del cauce procesal utilizado por las mercantiles 

http://www.contratosdelsectorpúblico.es/


 

8/11 

Proyecto CSP   www.contratosdelsectorpúblico.es 

 

recurrentes en orden a la articulación de su pretensión de pago de las facturas reclamadas, y ello por las 

razones que a continuación se exponen. 

 

En primer término, no ofrece dudas que las mercantiles actoras han interpuesto el presente recurso 

contencioso contra inactividad de la Administración al amparo de lo dispuesto en el artículo 29.1 de la Ley 

Jurisdiccional 29/1.998, que ya citaban expresamente en su escrito de reclamación administrativa, y reiteran 

tanto en el escrito de interposición del recurso como en la demanda y en el escrito de conclusiones, 

pretendiendo la condena de la Administración al pago de la suma de determinadas cantidades en concepto 

de principal de numerosas facturas, más intereses de demora, sobre la base de la preexistencia de 

relaciones contractuales administrativas. 

 

Pues bien, el cauce del artículo 29.1 de la Ley Jurisdiccional Contencioso-Administrativa no es el único que 

tiene el administrado para exigir el cumplimiento de sus obligaciones a la Administración, ya que puede 

interponer recurso contencioso frente a los actos administrativos expresos o presuntos en virtud de la técnica 

del silencio administrativo negativo, que además es el cauce y el procedimiento ordinario de reclamación 

judicial (artículo 25.1) y no el singular previsto en el artículo 29.1 (al que remite el artículo 25.2). 

 

Como ha quedado dicho, el procedimiento del artículo 29.1 queda reservado para aquellos supuestos en que 

el administrado, en virtud de un título determinado -acto, contrato o convenio administrativo- cuya existencia 

no sea controvertida, tiene derecho a una delimitada prestación por parte de la Administración, prestación 

que ha de resultar de forma clara y específica, en favor de una persona determinada, sin dudas y sin 

necesidad de ulterior especificación. 

 

Pero estas exigencias no se dan en el caso que ahora nos ocupa, en la medida que por las mercantiles 

recurrentes no se han aportado los títulos incontrovertidos que fundamenten el derecho a las prestaciones 

que reclaman a la Administración, por cuanto que pretendiendo el pago de facturas por supuestos servicios y 

suministros efectuados, no consta ni se acredita la preexistencia de los correspondientes contratos 

administrativos -la Administración ha informado que anuló y devolvió las facturas en el año 2.014 al no 

encontrar documentación que corroborase los trabajos reclamados-, debiendo de recordarse que en el 

ámbito administrativo la contratación tiene carácter formal estando prohibida la contratación verbal, de 

manera que discutiéndose en el caso presente por parte de la Administración la existencia del contrato, es 

decir la propia existencia del título que supuestamente genera la obligación reclamada, además de la 

obligación misma, la prosperabilidad del recurso de las mercantiles actoras pasaba porque éstas acreditaran 
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fehaciente y objetivamente el encargo de los trabajos, su realización y su falta de pago, lo que, en caso de 

efectuarse, podría dar lugar únicamente a que el derecho de la recurrente al cobro de las prestaciones 

realizadas tuviera lugar por aplicación de la doctrina que prohíbe el enriquecimiento sin causa de la 

Administración y no con fundamento en unos contratos que no se celebraron. 

 

En su escrito de conclusiones la parte recurrente, reiterando la existencia de la relación contractual, 

manifiesta que la misma adolecía de falta de formalidades porque la naturaleza de los servicios y suministros 

no exigía expediente de contratación y únicamente la solicitud de presupuesto y su aprobación de acuerdo 

con la Ley de Contratos del Sector Público. Pues bien, esto último es precisamente lo que no se acredita 

fehacientemente por las actoras con su documentación aportada, lo que reafirma la inexistencia de un título 

determinado no controvertido del que resulte la existencia de una obligación precisa, concreta y determinada 

en contra de la Administración, lo que, como hemos dicho, es presupuesto inexcusable para la utilización del 

singular cauce previsto en el artículo 29.1 de la Ley Jurisdiccional Contencioso-Administrativa. 

  

Lo procedente hubiera sido que las empresas hubieran reclamado en vía administrativa el pago de las 

facturas, no al amparo de los artículos 29.1 de la LRJCA y 217 del TRLCSP, sino como una solicitud cuya 

denegación por silencio administrativo pudiera ser recurrida luego ante los órganos de esta Jurisdicción 

articulando una acción contra esa desestimación tácita, pero es el caso que no han procedido así, 

planteando tanto en la vía administrativa como en la sede procesal -escrito inicial, demanda y conclusiones- 

exclusivamente la acción relativa a la inactividad de la Administración, que tiene unos presupuestos y 

requisitos de todo punto diferentes del ejercicio de una acción contra un acto producido por silencio 

administrativo, como resulta de la regulación que de esta última acción se contiene en los artículos 25.1 y 31 

de la LRJCA, lo que impide reconducir la acción procesal articulada a una pretensión de esta segunda clase. 

 

Por lo demás no todos los defectos cometidos por las partes procesales son subsanables, no siéndolo desde 

luego el referido al objeto del recurso contencioso-administrativo, siendo la recurrente quien decide contra 

qué lo interpone dentro de las posibilidades que le otorgan los artículos 25, 26 y 29 de la LRJCA (actos 

administrativos expresos o presuntos, disposiciones generales, inactividad de la Administración, vía de 

hecho, ejecución de actos firmes), objeto del recurso contencioso que no puede variar a lo largo del proceso 

-fuera de los casos de acumulación o ampliación- sin incurrir en desviación procesal. 
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Todo lo expuesto y razonado ha de determinar la declaración de inadmisión del presente recurso 

contencioso al amparo de lo dispuesto en el artículo 69.c) de la LRJCA, lo que hace innecesario entrar a 

conocer del resto de las cuestiones planteadas. 

 

Tal inadmisión no vulnera en modo alguno el derecho a la tutela judicial efectiva. Como declara la Sala 

Tercera del Tribunal Supremo en su Sentencia de 14 de Octubre de 2.011, "es doctrina consolidada sobre el 

derecho de acceso a los Tribunales, tanto desde la perspectiva del artículo 6.1 del Convenio Europeo de los 

Derechos Humanos, como del artículo 24 de nuestra Constitución, que no es un derecho absoluto y "puede 

dar lugar a limitaciones implícitas", plenamente aceptables "en cuanto persigan un fin legítimo y si existe una 

relación razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y el fin perseguido" ( STEDH de 25 de 

Julio de 2.002, Japón contra Francia), puesto que las formalidades procesales "no responden al capricho 

puramente ritual del legislador, sino a la necesidad de dotar al proceso de ciertas formalidades objetivas en 

garantía de los derechos e intereses legítimos de las partes que intervienen en el proceso" ( SSTC 16/1.992 

de 10 Febrero, 41/1.992 de 30 Marzo, y 13/2.002 de 28 Enero). Por tanto, aunque "el derecho a obtener de 

los Jueces y Tribunales una resolución razonable, motivada y fundada en Derecho sobre el fondo de las 

pretensiones oportunamente deducidas por las partes se erige en un elemento esencial del contenido del 

derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en el art. 24.1 CE, si bien, no obstante, el referido derecho 

también se satisface con la obtención de una resolución de inadmisión, que impide entrar en el fondo de la 

cuestión planteada, cuando tal decisión se funda en la existencia de una causa legal que así lo justifica y que 

resulta aplicada razonablemente por el órgano judicial, pues, al ser el derecho a la tutela judicial efectiva un 

derecho prestacional de configuración legal, su ejercicio y dispensación están supeditados a la concurrencia 

de los presupuestos y requisitos que, en cada caso, ha establecido el legislador, quien no puede, sin 

embargo, fijar obstáculos o trabas arbitrarias o caprichosas que impidan la efectividad de la tutela judicial 

garantizada constitucionalmente" ( STC 243/2.005 de 10 Octubre, que cita las SSTC 59/2.003 de 24 de 

Marzo, y 132/2.005 de 23 de Mayo, y cuyas directrices son comunes a las SSTC 331/1.994 de 19 Diciembre, 

145/1.998 de 30 Junio, 35/1.999 de 22 Marzo, 201/2.001 de 15 Octubre, 275/2.005 de 7 Noviembre, 

184/2.008 de 22 Diciembre, 125/2.010 de 29 Noviembre, y otras muchas)". 

 

En este caso, la inadmisión del recurso responde a concreta causa legalmente establecida (art. 69.c de la 

LJCA), su concurrencia se razona suficientemente, y su aplicación resulta proporcionada a la efectividad de 

los derechos de las partes cuya tutela se solicita, teniendo en cuenta que dicha tutela se predica por igual 

respecto de las titularidades jurídicas de todas las partes del proceso y que frente a las pretensiones de las 

recurrentes se oponen las que defiende la recurrida. 
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QUINTO .- De conformidad con lo establecido en el artículo 139.1 de la Ley Jurisdiccional 29/1.998, procede 

la imposición de las costas procesales a la parte recurrente, si bien como permite el apartado cuarto del 

mismo precepto (disposición final tercera.5 de la Ley Orgánica 7/2.015, de 21 de Julio, sobre modificación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial), se limita su cuantía a la suma de 2.000 € (más I.V.A.). 

 

VISTOS los preceptos legales citados, y los demás de concordante y general aplicación. 

 

FALLAMOS 

 

Que declaramos la INADMISIÓN del recurso contencioso-administrativo de "Neumáticos Merodio, S.L.", 

"Merodigar Motor, S.L." y "Taller Merodio, S.L." reseñado en el encabezamiento de esta sentencia, con 

expresa imposición de las costas procesales a la parte recurrente en los términos establecidos en el último 

fundamento jurídico. 

 

La presente sentencia es susceptible de recurso de casación, que deberá presentarse ante esta Sala en el 

plazo de treinta días, contados desde el siguiente al de su notificación, acreditándose en el escrito de 

preparación del recurso el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 89.2 de la Ley de la 

Jurisdicción Contencioso-Administrativa, con justificación del interés casacional objetivo que presente; previa 

constitución del depósito previsto en la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial, bajo apercibimiento de no tener por preparado el recurso. 
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